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no de la Comunidad Autónoma de Cantabria. en el uso
del libre ejercicio del derecho de crítica que corresponde
a todo ciudadano, especialmente a quienes están inves­
tidos de la condición de representantes del pueblo espa­
ñoh>. Y por esta circunstancia. unida a los demás razona­
mientos que contiene el Acuerdo, el Senado. por mayoría.
entendió que existían razones fundadas y de carácter obje­
tivo que conducían a denegar la autorización solicitada y,
por tanto, a hacer aplicación en este caso de la inmunidad
parlamentaria. El Pleno del Tribunal. también por mayoría.
entiende lo contrario porque -en apretada síntesis- las
razones alegadas para la denegación no alcanzan entídad
para alterar la composición de las Cámaras ni para per­
turbar el normal funcionamiento de las mismas.

Pues bien, con todos los respetos para esa opinión de
la mayoría que refleja un plausible deseo de restringir al
máximo toda idea de privilegios personales y compartien­
do esa misma preferencia. entiendo que nuestra misión
como supremo intérprete de la Constitución. no alcanza
a eliminar en la práctica una prerrogativa constitucional­
mente establecida que. si bien corresponde objetivamente
á las Cámaras Parlamentarias. se hace efectiva a través
de todos y cada uno de quienes por voluntad popular las
componen.

Téngase en cuenta además -y con ello termino-. que
la inculpación o el procedimiento por sí mismos. prescin­
diendo del resultado al que puedan llegar los procesos
penales que la autorización no puede prever. no alteran
la composición de las Cámaras n,i perturban su funciona­
miento, toda vez que dichas situaciones no impiden a los
afectados por ellas el normal ejercicio de sus funciones
parlamentarias. Aquella motivación como esencial para
poder denegar la autorización equivale, como ya he dicho.
a suprimir en la práctica su posible otorgamiento.

las razones expuestas me llevan a discrepar del criterio
de la mayoría y a sostener que, como expuse en el Pleno,
el fallo de este recurso ha debido ser desestimatorio del
amparo solicitado.

Madrid. a treinta de noviembre de mil novecientos
noventa y dos. Firmado: Fernando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral.-Rubricado.

28343 Sala Primera. 'Sentencia 207/1992, de 30 de
noviembre de 1992. Recurso de ampa­
ro 752/1989. Contra Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo, estimatoria del recurso' de
suplicación interpuesto frente a Sentencia de
la Magistratura de Trabajo núm. 1 de Madrid,
dictada en autos sobre reclamación de canti­
dad en concepto de horas extraordinarias.
Supuesta vulneración del derecho a la igualdad
en la aplicación de la Ley.

la Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodrrguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Presi­
dente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno Sen­
dra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
VillaIón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 752/89. promovido por
don Jesús Rodrrguez Vicente, representado por el P.rocu­
rador don Rafael Gamarra Megías y asistido por el letrado
don Miguel Angel Santalices Romero, frente a la Sentencia

del Tribunal Central de Trabajo de 30 de enero de 1989.
estimatoria del recurso de suplicación núm. 215/87, inter­
puesto frente a la Sentencia de la Magistratura de Trabajo
núm. 1 de Madrid. de 26 de mayo de 1986. dictada en
Autos núm. 559/85 sobre cantidad. Han comparecido el
Ministerio Fiscal y la Comunidad de Madrid representada
y asistida' por el letrado de los Servicios Jurídicos don
Antonio Celada Alvarez. Ha sido Ponente Magistrado don
Fernando García-Mon y González-Regueral. quien expresa
el parecer de la Sala..

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el 21 de abril de 1989 y que tuvo entrada en el Registro

.de este Tribunal el 24 de abril de 1989. el Procurador de
los Tribunales don Rafael Gamarra Megías interpone, en
nombre y representación de don Jesús Rodríguez Vicente,
recurso de amparo contra la Sentencia del Tribunal Central
de Trabajo de 30 de enero de 1989.

2. Constituyen la base fáctica de la demanda los
siguientes antecedentes de hecho:

al Con fecha 23 de abril de 1985, el ahora recurrente
en amparo, junto con otros compañeros. demandó a la
Comunidad de Madrid ante la jurisdicción laboral por recla­
mación de determinadas cantidades en concepto de horas
extraordinarias. la demanda fue estimada por Sentencia
de la Magistratura de Trabajo núm. 1 de Madrid. de 26
de mayo de 1986. que condenó a la entidad demandada
a abonar al ahora recurrente en amparo la cantídad de
212.233 ptas.

b) Contra la misma interpuso recurso de suplicación
la demandada ante el Tribunal Central de Trabajo, que tras
la pertinente tramitación. dictó Sentencia, el 30 de enero
de 1989. estimando el recurso. Razona el Tribunal Central
que, reclamándose cantidades correspondientes a los
años 1981. 1982 y 1983, y a tenor del arto 59 del Estatuto
de los Trabajadores que establece un plazo de prescripción
de un año. tales cantidades se encuentran prescritas, aña­
diendo que a l.os efectos del arto 1.973 del Código Civil,
no puede ser causa de interrupción del plazo de prescrip­
ción el procedimiento que dio lugar a la Sentencia de 28
de febrero de 1981. ya que su demanda se dirigió a recla­
mar una jornada determinada y no a reclamar cantidades
dimanantes de la realización de horas extraordinarias que.
en cualquier caso. podrían haberse reclamado conjunta­
mente con la jornada. De suerte que al no haberlo hecho
así, dejó expirar el plazo, por lo que procede la desestima­
ción de la demanda.

3. El recurrente fundamenta la solicitud de amparo
en la vulneración del arto 14 C.E. por la Sentencia recurrida.
Alega que se ha vulnerado el principio de igualdad en 1a
aplicación de la ley por haber resuelto la misma Sala Pri­
mera del Tribunal Central de Trabajo el presente supuesto
de sentido contrario a uno anterior. concretamente el de
la Sentencia de 27 de octubre de 1988, dándose plena
identidad de derechos reclamados y partes actuantes en
dos procedimientos ante la misma jurisdicción y Tribunal.
Estima el recurrente que en ambos supuestos concurrian
las mismas circunstancias: se trataba de trabajadores del
mismo centro de trabajo (Hospital Provincial de Madrid)
que habían obtenido la misma respuesta favorable a su
pretensión de que la jornada de trabajo fuera inferior a la
que prestaron en los años 1981, 1982 y 1983; como no
fue posible llegar al pago amistoso por la empresa formu­
laron las demandas, resolviendo tanto la Magistratura
núm. 1 como la núm. 12 de Madrid, estimar las demandas
y desestimar la excepción de prescripción alegada por la
empresa, al entender que la actuación tanto del comité
como de la propia empresa interrumpían la prescripción;
interpuesto por la Comunidad de Madrid los oportunos
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recursos. invocando la prescripción. el T.C.T. aceptó. en
la prilOOfa Sentencia de 27 de octubre de 1988 que las
comunicaciones dirigidaS por la empresa a los trabajado­
res y a sus representantes interrumpían el plazo de pres­
cripción. pero consideró. incomprensiblemente. en la
segunda Sentencia de 30 de enerode 1989.ahora recurri­
da. que había prescrito el plazo para reclamar conforme
al art. 1.973 del C.C. El recurrente aduce que. al ofrecer
ante los mismos hechos y fundamentos de derecho y
medios de prueba soluciones diferentes. creando en la
misma empresa y en el mismo centro de trabajo situacio­
nes de desigualdad. se produce la violación del art. 14 de
la Constitución.

Por todo lo anterior. concluye la representación del
recurrente solicitando que se anule la Sentencia impug­
nada. confinnando así. en todos sus puntos la Sentencia
de la Magistratura de Trabajo núm. 1 de Madrid.

4. Por providencia de 17 de julio de 1989101 Sección
PriIOOfa de la sala Primera acordó tener por interpuesto
el recurso de amparo y solicitar de los órganos judiciales
la remisión de las actuaciones.

Por providencia de 11 de diciembre de 1989 la Seo­
ci6n acordó tener por recibidaS las actuaciones y admitir
a trámite la demanda de amparo. Asimismo acordó soli­
citarde losórganos judiciales el emplazamiento de los que
hubiesen sido parte en el procedimiento.

. Por providencia de 22 de enero de 1990 la Sección
tuvo por personado y parte al letrado don Antonio Celaya
Alvarez en nombre de la Comunidad Autónoma de Madrid
y dio vista de las actuaciones a las partes personadas para
que en el plazo de veinte días formulasen las alegaciones.

5. En su escrito de alegaciones presentado el 15 de
febrero de 1990 el Ministerio Fiscal. después de recapi­
tular la doctrina fijada por este Tribunal relativa a la igual­
dad en la aplicación de la ley. hace las siguientes consi­
deraciones:

En el pi esente caso. se trata de dos Sentencias. lasque
se quieren comparar. que han emanado del mismo órgano
judicial (sala PriIOOfa del Tribunal Central de Trabajo). y
que la impugnada. de fecha 30 de enero de 1989.es po&­
teñor a la que se presenta corno término de comparación.
que es de fecha 27 de octubre de 1988. A primera vista
puálef'a parecer. también. que ambas se refieren a asuntos
idénticos.porcuantotantounacosa comootra seaprestan
a resoIVec la reclamación de cantidad por horas extraor­
dinarias que hacen unostrabajadores de la Comunidad de
Madrid a los que la empresa obligó a efectuar más horas
de trabajo que las que tenían derecho a cumplir. como
efectivamente después se ha reconocido juúlCialmente.

Sin embargo. un detenido estudio de las resoluciones
quese comparan nos apercibe de importantes diferencias
que justifican el distinto tratamiento Ycriterio seguido por
el Tribunal Central de Trabajo en ellas.

En efecIo. en la Sentencia de 1988. el Tribunal Central
de Trabajo llega a la conclusión de que las acciones para
reclamar las can1idades no han prescrito porque la pres­
cripción se interrumpió. Pero esta diferencia no es debida
a uncambiodecriterio inmotivadoy no fundamentado res­
pecto a la modificación de postura sino que tiene su razón
de ser en que el Tribunal parte de hechos probados dis­
tintos. Así. en el presente asunto. entiende que en el pro­
cedimiento que se siguió ante la Magistratura de Trabajo
y que terminó en Sentencia de 28 de febrero de 1984.
se discutió solamente la jornada laboral. pero no hubo nin­
guna clase de reclamllción respecto a las horas extraor­
dinarias. Además considera que las comunicaciones de la
empresa lIlos tJabajadores anteriores a 1984. si las hubo.
no constan aaeditadas.

Podrá disculirse agrega el Fiscal la valoración que
de la prueba hace el Tribunal Central de Trabajo. pero no
podni aIegarse que con unos mismos hechos declarados
probados el Tribunal tomó en cada una de las Sentencias

que se comparan decisiones infundadas distintas. porque
como hemos visto el Tribunal en la Sentencia ahora ata­
cada no da por probado lo que consideró que sí lo estaba
en la que se esgrime como término de comparación.

la exclusividad que a los órganos jurisdiccionales
corresponde en esta materia de valoración de prueba y
la consiguiente fundamentación que la Sentencia discu­
tida tiene. nos lleva a ver que no es posible estimár en este
caso vulnerado el derecho a la igualdad en la aplicación
de la ley contenido en el arto 14 de la Constitución. al tra­
tarse de supuestos en los que la prueba. que no consta
ser idéntica. ha sido en cada caso interpretada y valorada
por el Tribunal Central de Trabajo en uso de una facultad
cuya revisión no corresponde al Tribunal Constitucional.
sin que la variación en el fallo pueda pues imputarse a una
modificación arbitraria de criterios. sino a un distinto
supuesto táctico contemplado como probado por el Tri­
bunal Central de Trabajo.

Por lo expuesto. el Fiscal interesa de este Tribunal que
se deniegue el amparo. por cuanto no resulta del proceso
la posible lesión del derechofundamental que sirve de apo­
yo a la demanda.

6. En su escrito de alegaciones de 16 de febrero de
1990 la parte recurrente en amparo formula una serie de
consideraciones en relación con la Sentencia del T.C.T. de
7 de noviembre de 1989. que no es la impugnada en el
presente recurso de amparo. sin que tengan por tanto
nada que ver con el caso litigioso. -

7. la representación de la Comunidad Autónoma de
Madrid sostiene en su escrito de 16 de febrero de 1990
que el re<;urso debe ser desestimado. En los antecedentes
de hechos pone de relieve que tanto la Sentencia de la
Magistratura de Trabajo núm. 12 de Madrid. de 17 de
mayo de 1986. como la Sentencia del Tribunal Central de
Trabajo. de 27 de octubre de 1988. que confirmó íntegra­
mente aquélla entendieron no prescritas las cantidades
reclamadas por la demandante. en razón de lo expresa­
mente declaradoen los hechos probados 5.°. 6.0 y 7.°. con­
cretamente por entender que tanto las manifestaciones
efectuadas entre julio y septiembre de 1983 por el Sub­
directorde Personal del entonces Hospital Provincial a los
trabajadores implicados en las diversas Sentencias sobre
jornada. así como las distintas reclamaciones formuladas
por el mismo concepto de la demanda por los trabajadores
incluidos en dicho procedimiento. habían interrumpido la
prescripción. En cuanto al asunto que nos ocupa. afirma
que ninguno de los anteriores extremos resultó acreditado
en la Sentencia dictada por la Magistratura de Trabajo
núm. 1 ni el relato histórico de dicha Sentencia se vio pos­
teriormente modificado por el T.C.T.• agregando que los
medios de prueba practicados en uno Yotro procedimien­
to tampoco fueron los mismos.

Por lo que respecta a la presunta violación del arto 14
c.E. la parte demandada en el proceso ordinario alega que
no cabe mantener que exista un apartamiento arbitrario
e ÍÍ1fundado respecto de una línea jurisprudencial que
constituye doctrina consolidada. dado que. por el recurren­
te se cita una sola y única Sentencia precedente a la
recurrida y respecto de la cual vuelve a reiterar que no es
enteramente coincidente en su composición. puesto que
diverge en el relato de hechos probados. De suerte que
si los hechos sobre los que ha de aplicarse la norma son
diferentes. no ha de llegarse a una misma conclusión jurí­
dica respecto de la prescripción. Señala. por último. que.
puesto que no se ofrecen razones por el recurrente que
autoricen a pensar que se puedan haber tomado en con­
sideración circunstancias personales o sociales de las par­
tes que no deberían serlo. no cabe entender infringido el
principio constitucional de igualdad.

8. Por providencia de 24 de noviembre de 1992 se
señaló para deliberación y votación del presente recurso
el día 30 siguiente.
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11. Fundamentos jurldicos

1. La demanda de amparo imputa a la Sentencia de
la Sala Primera del Tribunal Central de Trabajo. de 30
de enero de 1989. vulneración del principio de igualdad
en la aplicación de la ley reconocido en el arto 14 de la
Constitución por haber resuelto el presente asunto en
sentido contrario a otro anterior (Sentencia de 27 de
octubre de 1988) del mismo Tribunal. La denunciada
desigualdad estriba en que ciertas reclamaciones de can­
tidad correspondientes a los años 1981. 1982 y 1983.
se consideran prescritas por aplicación de lo dispuesto
en el arto 59 del Estatuto de los Trabajadores para la Sen­
tencia aqul impugnada y. sin embargo•.no se estiman
prescritas por una Sentencia anterior de la misma Sala
de 27 de octubre de 1988 por entender que las comu­
nicaciones hechas por la empresa a los trabajadores y
sus representantes en relación con los efectos económi­
cos de unos reconocimientos judiciales anteriores deri­
vados de excesos de jornada. asícomo las reclamaciones
previas presentadas en mayo de 1984 por los trabaja­
dores. interrumpían la prescripción según el art. 1.973
del Código Civil. El solicitante de amparo aduce que. al
igual que sus compañeros. no ejercitó la acción judicial
hasta el. año 1985. éonfiando en la actuación de los
representantes sindicales. y en que los reconocimientos
de la deuda por parte de la empresa interrumpían la pres­
cripción conforme al mencionado arto 1.973 C.C.

Ni para el Ministerio Fiscal ni para la parte demandada
en el proceso existe la infracción constitucional denuncia­
da. pues la div~rgente solución adoptada en el presente
supuesto obedece. según su entender. a los distintos
hechos declarados probados por una y otra Sentencia; es
decir. a que en la Sentencia que se cita como precedente
se tomaron en consideración hechos y circunstancias que
no concurrían en el presente caso.

2. Para valorar la ,supuesta desigualdad en la apli­
cación de la ley que al.ega el recurrente resulta dec.isiva
la doctrina establecida al respecto por este Tribunal. Hay
que recordar que el valor constitucional de la igualdad
en esta vertiente protege fundamentalmente frente a las
divergencias arbitrarias de trato en resoluciones judicia­
les. evitando desigualdades injustificadas o la arbitrarie­
dad del órgano judicial, impidiendo así que se trate a los
justiciables con desigualdad y se discrimine entre ellos
(STC 200/1990):Para la verificación de la desigualdad
en la aplicación de la leyes menester que un mismo órga­
no judicial falle en sentido contrario respecto de un asun­
to idéntico. sin aportar la justificación del cambio. o sin
que la misma pueda deducirse razonablemente de los
términos de la Sentencia. Por tanto. no cualquier modi- .
ficación de los propios precedentes se interpreta como
atentatorio al principio de igualdad sino aquél que supo­
ne un cambio irreflexivo. arbitrario. una ruptura ocasio­
nal en la trayectoria anterior y posterior. Serán. pues.legl­
timos los cambios razonados que se hagan en términos
que permitan conocer una proyección de futuro y una
cierta estabilidad en el mantenimiento del nuevo criterio
adoptado (SSTC 201/;991. 202/1991. 232/1991.
entre otras).

Con todo. es preciso señalar que el juicio de igualdad
en esta manifestación queda circunscrito al ámbito nor­
mativo. a las desigualdades surgidas de 'la interpretación
y aplicación de la norma. El referido principio se proyecta
sobre eventuales divergencias residenciadas en la doctri­
na. esto es sobre el entendimiento de los preceptos apli­
cables a un determinado supuesto y. por consiguiente, no
se extiende tal juicio sobre la apreciacion de los hechos.
Este Tribunal ha insistido en que el recurso de amparo no
es vía adecuada para resolver las discrepancias que recaen
sobre los hechos ni sobre las consecuencias de una even-

tual desigualdad que de las mismas pudiera derívar,pues
pertenecen al ámbito de la potestad decisoria de los tri­
bunales ordinarios (SSTC 13/1987 y 170(1987). En
suma. la verificación de la igualdad no puede partir de una
divergencia en los hechos que exija una reinterpretación
de los mismos. .

3. En este último criterio reside la clave para resol­
ver la cuestión planteada en el presente recurso de ampa­
ro. Entre la Sentencia impugnada y la aportada corno ,tér­
mino de comparación existe una falta de identidad de
los supuestos de hechos enjuiciados. como sostienen el
Fiscal y la parte demandada en el proceso. En efecto. no
se está atacando la modIficación arbitraria del preceden­
te. es decir la variación de la doctrina aplicada por la Sen­
tencia de contraste. sino la desviación singular en la fija­
ción de los hechos probados. El recurrente echa en falta
en el relato histórico de la Sentencia impugnada algunos
hechos probados que considera que concurrieron en el
caso y que fueron determinantes en aquél y podrían serlo
ahora para obtener una resolución favorable a sus inte­
reses. Las diferencias entre una y otra Sentencia consis­
ten en que la de 27 de octubre de 1988del T.C.T. acepta
que hubo reconocimiento por parte de la empresa de las
deudas-lo que deduce de las comunicaciones de ésta-o
así como gestiones efectuadas por el comité de empresa
y reclamaciones previas presentadas en mayo de 1984;
mientras que la Sentencia impugnada. de 30 de enero
de 1989. afirma que no le constan «de modo evidente»
que hayan existido los reconocimientos y las reclama­
ciones capaces de interrumpir el plazo del cómputo de
prescripción. con excepción de un solo caso en que. tras
incorporar al relato histórico la reclamación efectuada.
estima que hubo interrupción del plazo prescritorio con­
forme al arto 1.973 C.C. De lo expuesto se infiere fácil­
mente que no se trata de una separación del Tribunal
Central de su propia doctrina. ni siquiera una desigual
valoración jurídica de la misma declaración fáctica. sino
una apreciación de hechos distintos. Propiamente lo que
combate el recurrente es que. partiendo de casos
supuestamente iguales. las resoluciones judiciales
hayan hecho.una ponderación tan diversa de los respec­
tivos sustractos fácticos y jurídicos'.

En suma. el recurso se basa en que. frente a lo razo­
nado y valorado por la Sentencia recurrida. los hechos

. debieron considerarse iguales. según el criterio del
recurrente. Falta. pues. el dato esencial para poder apreciar
la desigualdad denunciada. toda vez que este Tribunal,
conforme a lo dispuesto en el arto 44.1 b) de nuestra Ley
Orgánica. no puede alterar los hechos declarados por la
Sentencia «acerca de los que -dice el citado precepto-.
en ningún caso. entrará a conocer el Tribunal Constitucio-
nal». -

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional por la AUTORiDAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE
LA NACiÓN ESPAÑOlA

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publiquese esta Sentencia en el «80Ietín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a treinta de noviembre de míl nove­
cientos noventa y dos.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Garlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.


